


cuyo objeto es, por definición, infligir un castigo para
conseguir el cumplimiento, y que en diferentes condicio-
nes constituía una violación de un derecho válido y sub-
jetivo del sujeto contra el que se adoptan las con-
tramedidas. El comentario decía que esa característica
general sirve para distinguir la aplicación de contramedi-
das, a veces llamadas «sanciones», del mero ejercicio del
derecho a obtener reparación por un perjuicio. El comen-
tario no dejaba lugar a dudas en cuanto al propósito de las
contramedidas. Lo que se pide a la Comisión es pues que
legitime algo que de otro modo equivaldría a la ley de la
selva, en la que el fuerte impone su voluntad al débil. Por
su parte se opone a la inclusión de las contramedidas en
el proyecto de artículos.

7. Si la Comisión decidiera no obstante incluirlas, qui-
siera hacer diversas observaciones. La reconfiguración
de los artículos no ha simplificado las cosas. La creación
de un nuevo artículo 47 bis propuesto, tomado del artícu-
lo 50 adoptado en primera lectura, no ha mejorado el
texto y, en su opinión, sería mejor restaurar el amplio
artículo 50 sobre las contramedidas prohibidas. El
Relator Especial ha descrito el artículo 47 aprobado en
primera lectura como un «híbrido» y sin embargo en su
nueva propuesta ha retenido lo esencial del párrafo 1 de
ese artículo. En opinión del Sr. Kateka, las contramedidas
son algo más que un simple incentivo. No es útil decir a
un país cuyos haberes en el extranjero se congelan que
esa medida tiene carácter instrumental; ese Estado podrá
verse en la imposibilidad de comprar medicamentos y el
carácter instrumental tendrá entonces resultados puniti-
vos. Como ha dicho el Sr. Lukashuk, es difícil definir las
contramedidas de manera específica. Quizá convenga
volver a redactar el artículo 47.

8. El Relator Especial ha identificado cinco cuestiones
básicas al reelaborar las disposiciones sobre las contra-
medidas. Ha rechazado con razón las contramedidas recí-
procas porque en realidad no hay reciprocidad; se trata de
una acción de sentido único. Aunque algunos países en
desarrollo mantienen sus activos en países desarrollados
y en consecuencia son víctimas fáciles en el momento de
adoptar contramedidas, la mayoría de los países desarro-
llados no tienen haberes en los países en desarrollo que
se puedan confiscar como contramedida.

9. En el artículo 47 bis, el Relator Especial ha dicho
que convendría dar una nueva redacción a la cuestión de
las obligaciones no sujetas al régimen de las contramedi-
das. Según el párrafo 334 del informe, parece mejor y
más claro distinguir entre las obligaciones que no pueden
ser suspendidas mediante contramedidas y las obligacio-
nes que deben respetarse al adoptar ese tipo de medidas,
es decir, entre la cuestión que motiva las contramedidas y
su efecto. Personalmente no considera que esa distinción
sea útil teniendo en cuenta el artículo 50 aprobado en pri-
mera lectura. El Sr. Lukashuk ha propuesto que el artícu-
lo 47 bis se coloque junto al artículo 50 dado el estrecho
vínculo que hay entre ellos, mientras que otro miembro
ha dicho que habría que unirlos. El texto del párrafo del
encabezamiento del artículo 47 bis no está tan claro como
el lenguaje imperativo del artículo 50 adoptado en prime-
ra lectura. De hecho, el empleo de la palabra «podrán»
podría dar a entender que puede haber situaciones en que
podrían suspenderse las obligaciones mencionadas. El

texto del apartado a quedaría mejor si se sustituyera la
palabra «enunciadas» por «consagradas».

10. Le preocupa la cuestión de la supresión del párrafo
b del artículo 50 adoptado en primera lectura. El Relator
Especial ha alegado en el párrafo 312 que las contrame-
didas son coercitivas, lo que confirma sus peores temores
respecto de esas medidas. El Relator Especial ha afirma-
do también en el párrafo 352 que una medida no puede
estar lícitamente «enderezada» a poner en peligro la inte-
gridad territorial de un Estado porque el uso de la fuerza
está excluido como contramedida. Este argumento es
difícil de defender porque la soberanía y la existencia de
un Estado no están amenazadas solamente por el uso de
la fuerza; la coacción económica y política ha causado
daños irreparables a la soberanía de muchos países en
desarrollo. Al examinar las disposiciones relativas a los
derechos humanos, algunos miembros han expresado su
preocupación respecto de los daños colaterales y es de
esperar que se manifieste la misma preocupación respec-
to de la coacción económica.

11. El Relator Especial ha propuesto entonces un texto
descafeinado en un artículo 50 truncado para tener en
cuenta las preocupaciones de los partidarios del apartado
b adoptado en primera lectura. Sin embargo, el nuevo
texto —del apartado a del artículo 50— es insuficiente
por cuanto hace más amplia la disposición y no tiene en
cuenta la realidad de la utilización de la coacción econó-
mica y/o política para justificar unas contramedidas de-
sestabilizadoras. En su opinión, debe seguirse el tenor del
apartado b del artículo 50 adoptado en primera lectura.

12. Se dice que el artículo 48 ha sido con mucho el más
controvertido de los cuatro artículos aprobados en prime-
ra lectura. Sería mejor si el apartado c del párrafo 1 de la
versión nueva pasara a ser el apartado a del párrafo 1
para poner de relieve la importancia de la negociación
antes de la adopción de contramedidas; a su entender, la
importancia de la disposición cuenta más que la cuestión
de la lógica. Aunque es útil que el Relator Especial susti-
tuya la desafortunada expresión «medidas transitorias de
protección» por la idea de medidas «provisionales», el
problema básico sigue siendo que, cualquiera que sea el
nombre que reciban, las contramedidas son ilícitas por su
carácter unilateral. Sean provisionales o sean plenas, sus
repercusiones pueden ser difíciles de corregir y el proble-
ma no es la duración o el factor tiempo. El problema es
la adopción de cualquier tipo de contramedidas. A ese
respecto, preferiría, como se dice en el párrafo 358, que
se aplacen todas las contramedidas hasta que concluyan
las negociaciones o hayan fracasado definitivamente. De
no ser así podría eliminarse la distinción entre las contra-
medidas «provisionales» y las demás contramedidas. El
párrafo 4 del artículo 48 es un poco vago y sería preferi-
ble utilizar los términos del párrafo 3 del artículo 48
adoptado en primera lectura.

13. La nueva formulación del artículo 49 tiene un
carácter positivo en contraste con el carácter negativo del
artículo aprobado en primera lectura, y está bien que se
suprima la formulación en forma de doble negación. Sin
embargo, no es útil introducir el concepto de finalidad
que se menciona en el párrafo 346 por las razones que ya
ha expuesto.
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14. El apartado b del nuevo artículo 50 establece que
las contramedidas no deberán menoscabar los derechos
de terceros, en particular los derechos humanos funda-
mentales. En el párrafo 347 el Relator Especial sostiene
que no hay necesidad de aludir a la posición de los terce-
ros Estados que pueden resultar afectados por las contra-
medidas. Si bien las contramedidas pueden no operar
objetivamente, pueden causar sufrimientos a terceros.
Por ejemplo, un embargo comercial impuesto por el
Estado A contra el Estado B puede causar graves perjui-
cios al Estado C, que resultará ser una víctima inocente
de las contramedidas; como resultado de la aplicación de
contramedidas puede negarse a los países en desarrollo
sin litoral facilidades de tránsito esenciales. Citar los
«derechos humanos fundamentales» como un caso espe-
cífico plantea la cuestión de si los derechos humanos de
las personas en el Estado objeto de las contramedidas
podrían excluirse por implicación dado que no se trata de
un tercer Estado. El empleo de la palabra «fundamenta-
les» también plantea la vieja discusión sobre qué son los
derechos humanos fundamentales y cuál es su relación
con otros derechos humanos derogables. Introduce un
elemento de apreciación subjetiva que es mejor dejar
fuera.

15. En el nuevo artículo 50 bis, el Relator Especial ha
introducido una propuesta de Francia en el sentido de que
deberá ponerse fin a las contramedidas tan pronto como
hayan cesado las condiciones que justificaron su adop-
ción. El Relator Especial ha aclarado que se refería a la
suspensión del cumplimiento de la obligación y no a la
propia obligación, pero entonces ¿por qué el artículo se
refiere a la suspensión si ha cesado el hecho internacio-
nalmente ilícito? El artículo utiliza el lenguaje del artícu-
lo 48 adoptado en primera lectura. En lugar de decir que
«las contramedidas deberán suspenderse» habría que
decir «deberá ponerse fin a las contramedidas». Asi-
mismo, el párrafo 3 introduce una salvedad a la termina-
ción debido a la referencia que hace a las obligaciones
derivadas de la segunda parte. Esa referencia es innece-
saria y amplía el alcance del párrafo.

16. Por último, desea reiterar su oposición a la inclu-
sión de las contramedidas en el proyecto de artículos. Si
la Comisión decide incluirlas, sería preferible que las dis-
posiciones fueran generales pero breves y estuvieran
basadas en los proyectos de artículo aprobados en prime-
ra lectura. En puridad, el Relator Especial ha hecho lo
posible al tratar una cuestión difícil.

17. El Sr. GAJA dice que los artículos parecen estar
mejor formulados que el proyecto aprobado en primera
lectura, aunque en algunos aspectos todavía pueden
mejorarse. En efecto, sería útil que el texto sobre las con-
tramedidas tuviera menos extensión.

18. Está de acuerdo en que las contramedidas lícitas
tienen una finalidad coercitiva. El artículo 47 indica que
la finalidad es inducir al cumplimiento de las obligacio-
nes derivadas de la segunda parte. Sin embargo, en los
artículos no se reflejan plenamente todas las implicacio-
nes de esa finalidad. El párrafo 3 del artículo 50 bis dice
acertadamente que deberá ponerse fin a las contramedi-
das después que se hayan cumplido las obligaciones deri-
vadas de la segunda parte. Sin embargo, el artículo 49
dispone que las contramedidas deben ser proporcionales

a la lesión sufrida, teniendo en cuenta la gravedad del
hecho internacionalmente ilícito y sus efectos perjudicia-
les para la parte lesionada. Estos términos evocan la idea
de que las contramedidas son sanciones por un hecho ilí-
cito y que cuanto mayor sea la violación mayores serán
las contramedidas. En su opinión, la proporcionalidad
debe evaluarse en relación con la finalidad coercitiva de
las contramedidas. Por ejemplo, si el Estado A se mani-
fiesta dispuesto a pagar una indemnización por todos los
perjuicios causados pero insiste en que para hacerlo ha de
promulgar la oportuna legislación, las contramedidas se
adoptarán solamente para promover la pronta aprobación
de esa legislación; en este ejemplo no importa la grave-
dad del perjuicio. Puede haber otros casos en que la gra-
vedad del perjuicio afecte a la probabilidad de que el
Estado cumpla su obligación y en tales casos sí tiene inte-
rés referirse a la gravedad. El texto del artículo 49 se ha
tomado de formulaciones contenidas en las decisiones
sobre asuntos como Naulilaa y Accord relatif aux servi-
ces aériens y en su opinión debe volverse a redactar. La
CIJ consideró en el asunto Projet Gabcíkovo-Nagymaros
que la finalidad de las contramedidas es inducir al Estado
responsable a cumplir su obligación conforme al derecho
internacional, pero en cierto modo rebajó la importancia
de la finalidad al decir que era una de las condiciones de
la licitud de las contramedidas. La Corte tampoco rela-
cionó la proporcionalidad con la finalidad. Siguiendo
hasta cierto punto el enfoque poco entusiasta de la Co-
misión respecto de la finalidad en sus primeros proyectos
de artículos, la Corte había dicho que la proporcionalidad
está relacionada con «el perjuicio sufrido teniendo en
cuenta los derechos afectados» [pág. 56, párr. 85]. La Co-
misión debería ir más lejos y exponer las posibles impli-
caciones de la finalidad de las contramedidas sobre la
proporcionalidad.

19. Está de acuerdo con mucho de lo que han dicho el
Sr. Galiki, el Sr. Kateka y el Sr. Pellet acerca de la rela-
ción entre los artículos 47 bis y 50. La distinción entre
una violación directa de una obligación y una violación
de resultas de un efecto consiguiente es muy sutil. Si un
Estado tiene la obligación de proteger el derecho a la vida
de las personas, poco importa que menoscabe directa-
mente ese derecho o que deje morir de hambre a la pobla-
ción mediante medidas económicas y otras medidas.
Aunque podría decirse que el inconveniente de las obli-
gaciones derivadas de normas que no son imperativas
puede estar justificado solo en las relaciones entre el
Estado lesionado y el Estado responsable, esa violación
no va generalmente en interés de la comunidad interna-
cional. Sin embargo, no cree que pueda decirse lo mismo
en cuanto a las violaciones de todas las obligaciones no
impuestas por normas imperativas. Sería extraño que las
contramedidas se consideren legítimas en derecho inter-
nacional cuando impliquen una violación por el Estado
que adopta las contramedidas de obligaciones que afec-
tan a otros varios Estados y en particular a la comunidad
internacional en su conjunto. Debe haber una regla gene-
ral según la cual cuando la obligación violada afecte a la
comunidad internacional en su conjunto estarán prohibi-
das las contramedidas. Esto abarcará muchos de los casos
que se contemplan en el artículo 47 bis, con seguridad los
de los apartados a, d y e, y en el artículo 50. Aunque será
difícil eliminar todos los ejemplos del artículo 50 adopta-
do en primera lectura, podría conservarse un par de ellos
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e incluir una declaración más general. Al contrario del 
Sr. Pellet, no le plantea ningún problema que se haga
referencia por separado a la inviolabilidad de los agentes
diplomáticos y a las obligaciones sobre la solución de
controversias.

20. El párrafo 84 de la sentencia de la CIJ en el asunto
Projet Gabcíkovo-Nagymaros afirma el requisito de la
sommation, notificación formal, antes de la adopción de
contramedidas, lo que supone que hay que dejar pasar un
cierto tiempo. Será útil indicar en el párrafo 1 del artícu-
lo 48 que la oferta de negociaciones forma parte del pro-
ceso de notificación. No está convencido de la necesidad
del apartado b, porque podría ser contraproducente infor-
mar al Estado responsable de qué contramedidas concre-
tas van a adoptarse.

21. En el párrafo 2 del artículo 48, el texto sobre 
la notificación niega la necesidad de la sommation y 
también es impreciso. Por su parte, favorece la versión
alternativa propuesta en la nota a pie de página corres-
pondiente al artículo 48, al que pueden añadirse algunos
elementos. 

22. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial), refiriéndo-
se a lo que ha dicho el Sr. Gaja sobre las obligaciones que
afectan a la comunidad internacional, se pregunta si el
proyecto de artículos puede interpretarse en el sentido de
establecer que las contramedidas sólo pueden tomarse
respecto de las obligaciones bilaterales en vigor entre el
Estado responsable y el Estado lesionado. Si fuera así, las
únicas exclusiones requeridas serán las indicadas en los
artículos 47 bis y 50, la inviolabilidad de los agentes
diplomáticos o consulares y la solución de controversias,
así como, posiblemente, la jurisdicción interna.

23. El Sr. ROSENSTOCK dice que le ha sorprendido
oír, en una exposición por lo demás convincente, que
además de notificar su intención de tomar contramedidas
los Estados tienen que esperar un cierto tiempo antes de
adoptarlas. Esa idea no parece reflejarse en absoluto en el
derecho consuetudinario y, sencillamente, son más los
problemas que crea que los que resuelve. En la medida en
que se haga una demanda, el derecho confirma claramen-
te el derecho del Estado lesionado a adoptar contramedi-
das y no una modificación arbitraria de los requisitos
judiciales para la adopción de medidas temporales.

24. El Sr. GAJA dice que, si la Comisión desea aden-
trarse parcialmente en el terreno del desarrollo progresi-
vo del derecho, podría estipular que solamente las
obligaciones bilaterales, en el sentido de las obligaciones
que solamente existen con relación al Estado responsa-
ble, pueden ser violadas por las contramedidas. Esto
comprendería el caso de las obligaciones emanadas de
tratados multilaterales cuando esos tratados multilatera-
les generen en la práctica una serie de relaciones bilate-
rales. Esto discutiblemente limitaría las contramedidas
incluso si va un poco más allá de lo que hoy es el dere-
cho internacional consuetudinario. En respuesta al 
Sr. Rosenstock, precisa que no hay razón por la que en el
proyecto no se pueda decir que un período de tiempo es
necesario antes de que se puedan tomar contramedidas.
No debe dejarse al Estado responsable tiempo para evitar
la consecuencia de sus hechos, pero tampoco deben
tomarse súbitamente medidas contra ese Estado antes

incluso de haberle notificado la invocación de responsa-
bilidad.

25. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice que
acepta sin reservas las críticas al apartado b del párrafo 1
del artículo 48 y no tiene nada que oponer a que se supri-
ma. Lo ha incluido sencillamente porque forma parte de
una propuesta coherente formulada por Francia que pare-
ce representar una útil transacción en esa esfera.

26. El Sr. KAMTO dice que, como algunos otros
miembros de la Comisión, tiene reservas respecto de las
contramedidas, principalmente porque las considera
como un retroceso en una época en que la tendencia
apunta a la dirección opuesta, a la regulación de las rela-
ciones internacionales mediante mecanismos de solución
de controversias, inclusive mecanismos judiciales. Pa-
rece curioso que precisamente cuando surgen por todas
partes instituciones jurídicas internacionales que pueden
resolver las controversias entre los Estados a todos los
niveles, la Comisión dé a los Estados el derecho a inter-
venir y de algún modo a ocupar el sitio de esas institucio-
nes. Además, no está convencido de que en el derecho
consuetudinario general haya base suficiente para las
contramedidas. La práctica reciente deriva de las accio-
nes de algunos Estados, pero eso no es ni mucho menos
lo que tradicionalmente se entiende por derecho consue-
tudinario.

27. Quizá no tenga sentido volver a abrir el debate so-
bre el principio de si las contramedidas deben incluirse
en el proyecto. Esa cuestión ya se ha examinado deteni-
damente y se ha resuelto. El tema es políticamente sensi-
ble, no obstante, y por ello es importante que las contra-
medidas se describan claramente antes de establecer el
régimen jurídico pertinente. ¿Pueden las contramedidas
asimilarse a instituciones conocidas como son las repre-
salias, la retorsión, las medidas recíprocas y las sancio-
nes? Dentro de esa gama de medidas, las contramedidas
ocupan un lugar muy limitado. Por ejemplo, es totalmen-
te artificial tratar de disociar enteramente las contramedi-
das de las sanciones. En los párrafos 290 y 296 del
informe se exponen algunas de las preocupaciones mani-
festadas por los gobiernos a ese respecto y, con todo, el
propio Relator Especial adopta en el párrafo 287 la opi-
nión contraria. Una medida es punitiva no en función de
su origen —un hecho individual de un Estado o un hecho
colectivo— sino de sus efectos y del modo en que la per-
cibe aquel contra el que se adopta. ¿Cómo puede expli-
carse que una decisión de las Naciones Unidas o de la
Unión Europea de imponer un embargo por el incumpli-
miento de obligaciones en virtud de un tratado de dere-
chos humanos tenga carácter de sanción, mientras que
una decisión adoptada por un Estado por las mismas
razones no lo tenga? Si se pregunta a los gobiernos cómo
ven las contramedidas, está seguro de que para ellos no
son ni más ni menos que sanciones.

28. En lo que respecta a la reciprocidad, la suspensión
y sobre todo la terminación de un tratado a consecuencia
de una violación grave, en el sentido del artículo 60 de la
Convención de Viena de 1969, tienen el efecto de elimi-
nar la norma, temporalmente o de manera permanente.
Por otra parte las contramedidas son una reacción a una
violación que no surte tal efecto: las obligaciones con-
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vencionales resultan menoscabadas pero siguen pudien-
do invocarse y el tratado permanece en vigor.

29. Frente a la retorsión, que es lícita ab initio, las con-
tramedidas son ilícitas ab initio y solamente las hace líci-
tas el acto doloso al que constituyen una respuesta. A
diferencia de las represalias, las contramedidas nunca
pueden tener carácter militar. Las represalias armadas se
han admitido únicamente en aquellos casos en que la pro-
hibición del empleo de la fuerza aún no se había enuncia-
do como principio fundamental del derecho intern-
acional. La abstención del uso de la fuerza está ahora
consignada sin equívocos en la Carta de las Naciones
Unidas. Las contramedidas son, pues, represalias no mili-
tares que pueden o no tener un carácter sancionador o
punitivo. La expresión «contramedidas» es genérica,
neutral y por ende aceptable por los Estados, ya que abar-
ca, al menos en parte, las dos nociones de represalias y
sanciones. Los Estados han podido adoptar las represa-
lias y sanciones en la anarquía que prevalecía hasta la pri-
mera parte del siglo xx, pero eso ya no es así. Las
contramedidas aparecieron a fines del decenio de 1970 y
comienzos de 1980, años de considerable debilitación de
la autoridad del Consejo de Seguridad y de una expan-
sión paralela de lo que se ha denominado «justicia priva-
da». Eso no hay que olvidarlo cuando se trate de elaborar
el régimen pertinente.

30. La cuestión principal es procurar que, al aplicar
contramedidas, el Estado que se considere lesionado no
actúe como si fuese un tercero imparcial, que las contra-
medidas no impidan o compliquen el arreglo pacífico de
las controversias. La sección D del capítulo III del infor-
me no da una respuesta enteramente satisfactoria a estas
cuestiones, aunque representa un adelanto sobre los in-
formes precedentes acerca del tema.

31. El principio de la aplicación de contramedidas y los
conceptos de contramedidas transitorias y de proporcio-
nalidad constituyen motivos de posible desavenencia
entre el Estado que se considera lesionado y el Estado
presuntamente responsable cuando la responsabilidad es
algo que aún está por determinar. El Estado que se consi-
dera lesionado no puede resolver esa desavenencia de un
modo unilateral, adoptando, por ejemplo, contramedidas
en gran escala. La solución sólo puede obtenerse median-
te el mecanismo de arreglo pacífico de controversias, que
incluye desde la negociación hasta las actuaciones judi-
ciales. He aquí que, a juicio del orador, la adopción de
contramedidas esté inextricablemente vinculada al arre-
glo pacífico de controversias, pero según el Relator Es-
pecial eso no es así. En el párrafo 287, el Relator Especial
dice que no debe haber vinculación especial de las con-
tramedidas con la solución de controversias, ya que esa
vinculación confiere al Estado presuntamente responsa-
ble un derecho exclusivo a invocar la solución por terce-
ros, derecho que debería conferirse igualmente al Estado
lesionado, en lugar de adoptar contramedidas. ¿Por qué
ha de considerar el Estado lesionado que se le priva del
derecho a recurrir a la solución por terceros? Si existe la
posibilidad, expuesta en el párrafo 299, de que el Estado
presuntamente responsable prolongue las negociaciones
y emprenda procedimientos dilatorios, el orador podría
entender la necesidad de prever contramedidas en deter-
minados casos. Sin embargo, no puede estar en modo

alguno de acuerdo con la desvinculación entre las contra-
medidas y la solución pacífica de controversias.

32. De hecho, es partidario de establecer en la segunda
parte un régimen jurídico de contramedidas amplio y
completo. La idea fundamental ha de ser que las contra-
medidas pueden adoptarse únicamente para contribuir al
funcionamiento adecuado del proceso de solución de
controversias o al cumplimiento de las decisiones emana-
das de ese proceso y nunca para obstruir la aplicación de
las decisiones resultantes. De hecho, estaría más confor-
me con el derecho internacional contemporáneo el que
las decisiones —y no las órdenes— de imponer medidas
«transitorias» las adoptase en situaciones de excepción
un tercero capaz de emitir mandamientos vinculantes.
Ese es el papel que ahora desempeña con éxito el
Tribunal Internacional del Derecho del Mar. El hecho de
que la CIJ no tenga esas atribuciones es deplorable y
podría impulsar a proponer una revisión de su Estatuto y
su Reglamento. Sin embargo, cualquier tribunal interna-
cional del arbitraje podría emitir un fallo de urgencia a
petición de las partes interesadas. Por otra parte, nada
impide a los Estados que hayan convenido sobre la base
de un acuerdo especial someter una causa a la Corte esti-
pular que las medidas «transitorias» impuestas por la
Corte serían vinculantes para ellos. Aquí existe un amplio
abanico de procedimientos de urgencia que obvian la
necesidad de contramedidas que, en las manos de deter-
minados Estados, pueden representar una clara amenaza.
Una vez más, las contramedidas podrían ser despropor-
cionadas, pero ¿qué pasa si el Estado presuntamente res-
ponsable después de todo no ha sido responsable? Hay
que adoptar disposiciones de reparación, reparación que
ha de ser determinada por un tercero imparcial.

33. Las contramedidas pueden adoptarse antes de que
se ponga en marcha el mecanismo de solución de contro-
versias y con la condición de que su validez sea revisada
posteriormente por un tercero imparcial, o bien una vez
solucionada la controversia, con objeto de garantizar que
la decisión adoptada por el tercero se lleva a la práctica.
En esa inteligencia, el orador desea exponer los siguien-
tes comentarios sobre los proyectos de artículos.

34. En el párrafo 1 del artículo 47 se propone la inclu-
sión de las palabras «o emanadas de una decisión vincu-
lante de un tercero imparcial» después de las palabras
«en la segunda parte». En la versión francesa del aparta-
do a del artículo 47 bis aprueba el cambio propuesto de
prévues dans a conformément à. En el apartado c deben
suprimirse las palabras «por terceros» para que la dispo-
sición tenga mayor alcance.

35. Sería conveniente desde luego invertir el orden de
los apartados a y b del párrafo 1 del artículo 48, y, a su
juicio, las palabras «Estado responsable» deberían susti-
tuirse por «Estado considerado responsable» por las razo-
nes aducidas con anterioridad.

36. Tiene dificultades especiales con el párrafo 2 del
artículo 48, pues en él no se consignan condiciones efec-
tivas algunas relativas a la aplicación de contramedidas.
Si se conserva ese párrafo, debería rehacerse de modo
que incluya una expresión tal como «alguna situación de
urgencia» o «si la situación lo requiere» y omitir el adver-
bio «provisionalmente». También es partidario de añadir



la frase «de conformidad con el párrafo 2 del artículo 47»
y suprimir la frase «a partir de la fecha de la notifica-
ción», pues no está justificada la adopción de contrame-
didas inmediatamente después de una notificación,
aunque sean transitorias. De hecho, duda de la validez de
las contramedidas «transitorias», pues son contramedidas
o no lo son. Si se acepta su propuesta, el párrafo 3 debe-
ría por supuesto suprimirse y el párrafo 4 pasaría a ser el
párrafo 3. Propondría pues un nuevo párrafo 4, que con-
sista en un nuevo enunciado al párrafo 2 del artículo 50
bis, que en realidad corresponde más bien al artículo 48.
Propone un texto en los términos siguientes:

«El Estado podrá aplicar las contramedidas que
puedan ser necesarias para garantizar la ejecución de
las decisiones adoptadas por un tercero en un procedi-
miento de solución de controversias, si el Estado res-
ponsable no se conforma con esa decisión.»

37. En cuanto al artículo 49, sirve para reforzar la nece-
sidad de un mecanismo de solución de controversias ya
que la proporcionalidad no puede existir en el vacío; hace
falta alguien que la evalúe y la vigile.

38. No existe razón alguna para conservar el artículo
50, al menos como artículo aparte, y su título representa
una imposibilidad lógica. Podría titularse «Conducta pro-
hibida» o «Contramedidas», pero, por definición, las
contramedidas no pueden prohibirse. La solución es
incluir las disposiciones del artículo 50 en el artículo 48.
Por otra parte, en lo que respecta al apartado a, la versión
francesa de «jurisdicción interna» no es afortunada. La
expresión domaine réservé podría prestarse a discusión,
ya que su significado es sumamente discutible. Preferiría
juridiction interne. El único cambio que prevé para el
artículo 50 bis es trasladar el párrafo 2 del artículo 48 y
volver a numerar el párrafo 3.

39. El Sr. GOCO apoya el enfoque realista del Sr.
Kamto. La cuestión está en ver en qué circunstancias el
Estado puede considerarse Estado lesionado. El mundo
está lleno de situaciones en que un país hace incursiones
en el territorio de otro, en su espacio aéreo o en su zona
económica exclusiva, dando pie a acusaciones y contraa-
cusaciones. Con frecuencia no se plantea el sometimien-
to de la cuestión a un tercero. En el párrafo 2 del artículo
48, empero, se requiere al Estado lesionado que notifique
al Estado responsable de las contramedidas que tiene la
intención de tomar. Eso es no tener en cuenta las crudas
realidades de la vida, pues una contramedida es una
medida de autoayuda. Existe una fuerte diferencia entre
el ímpetu del artículo 48 y la propuesta primitiva del artí-
culo 30, pues según el primero se disponen medidas tran-
sitorias mientras que el último es aplicable si el Estado
adopta contramedidas en respuesta al incumplimiento
por otro Estado de sus obligaciones internacionales. Por
consiguiente, se pregunta si debería mantenerse aún el
artículo 30.

40. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA dice que le ha
impresionado una consecuencia de los comentarios del
Sr. Kamto, que es la necesidad de averiguar si el Estado
considerado responsable realmente lo es. Hay que deter-
minar la responsabilidad antes de que las contramedidas
puedan ser válidas. Si se averigua con posterioridad que
no están justificadas, puede plantearse una situación difí-

cil, ya que las contramedidas pueden basarse en una res-
ponsabilidad presunta. Si no se determina responsabili-
dad, el propio sistema de reglamentación de las
contramedidas transitorias podría quedar perjudicado al
depender de una presunción. Podría darse la situación en
que el Estado que alegue haber sido lesionado resulte el
responsable de la infracción. Esa posibilidad debe estar
prevista en el proyecto de artículos.

41. El Sr. ROSENSTOCK, aunque hace suyo en parte
el punto de vista del Sr. Pambou-Tchivounda, dice que
iría más lejos. El Sr. Kamto no puede aceptar el artículo
47 porque presupone el dolo y sin embargo tampoco
puede aceptar el proyecto de artículo 50 porque no presu-
pone el dolo. Extraña falta de lógica, que indica que la
Comisión adopta un enfoque tendencioso ante un proble-
ma difícil que acaso es únicamente una reflexión realista
sobre el actual estado del mundo. No todo el mundo
acepta la competencia obligatoria de la CIJ y no existe
ningún mecanismo de solución de controversias que se
extienda a todas las regiones. No hay más remedio que
adoptar algún tipo de contramedidas o represalias. La
cuestión es, pues, si es posible encontrar una base de
acuerdo que mantenga esas medidas dentro de algún
orden de un modo organizado y sin favorecer a unos gru-
pos frente a otros. A menos que se llegue a ese acuerdo,
se vendrá abajo la tentativa de elaborar un mecanismo de
solución de controversias.

42. El Sr. GOCO quiere saber si se ha adoptado el cri-
terio adecuado. La solución de una controversia es evi-
dentemente la mejor solución, si es posible, pero en un
caso como la guerra fronteriza entre Etiopía y Eritrea, la
observación de la cláusula del párrafo 2 del artículo 48
podría motivar ulteriores medidas por parte del Estado
responsable. La alternativa, sin embargo, sería al parecer
reconocer la actuación unilateral del Estado presunta-
mente lesionado.

43. El Sr. KAMTO no niega que haya expresado opi-
niones algo contundentes sobre el principio de las contra-
medidas, pero ha tenido presentes las realidades de la
escena internacional. No es justo decir que haya descar-
tado la posibilidad de contramedidas provisionales. La
cuestión, sin embargo, está en saber en qué condiciones y
en qué situaciones deberían adoptarse. Tampoco cree que
la CIJ sea la única instancia para un Estado lesionado,
pues ya se sabe que los Estados suelen recurrir al arbitra-
je. Por último, no se opone al artículo 50 en su conjunto;
lo que no le gusta es lo ilógico de su título. Ese problema
puede resolverse incorporando sus disposiciones al artí-
culo 48.

44. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice que el
realismo lo aprecian diferentemente personas diferentes.
El Sr. Kateka le ha acusado de ser demasiado realista al
suponer que el proyecto de artículos no puede convertir-
se en tratado dentro de un sistema de competencia obli-
gatoria. Aunque, sin embargo, sería partidario de ese
resultado, porque le resultaría satisfactorio refundir su
labor; es difícil contemplarlo de un modo realista. La
tarea que la Comisión tiene pendiente, si es que decide
adoptar contramedidas más plenas que las previstas en la
disposición general del artículo 30, consiste en establecer
una relación entre ellas y la solución de controversias que
encaje en la lenta pero general y discernible evolución
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hacia la obtención de una solución por terceros. No sería
posible por diversos motivos establecer una vinculación
nueva y automática entre la adopción de contramedidas y
la solución de controversias, pero podrían redactarse artí-
culos que encajasen en los sistemas actuales y en desarro-
llo de solución de controversias, de manera que el Estado
sobre el que existan presunciones verosímiles de que ha
cometido una infracción del derecho internacional esté en
condiciones de prevenir esas contramedidas deteniendo o
suspendiendo la acción y llevando el asunto a un tribunal.
Ése es el efecto que deberían conseguir las disposiciones
del proyecto de artículos.

45. El Sr. LUKASHUK está plenamente de acuerdo
con la preocupación del Sr. Kamto en cuanto a la solu-
ción pacífica de controversias, pero teme que su enfoque
exigiera la reforma de ramas enteras del derecho interna-
cional. No se ajusta a la realidad en absoluto. Al mismo
tiempo, no puede aceptar el realismo que se atribuye el
Relator Especial, pues la más leve de las limitaciones que
propone es acusadamente idealista en comparación con
los usos contemporáneos. Si los gobiernos aprueban aun-
que sea un mínimo de las disposiciones propuestas, eso
sería un éxito señalado para la Comisión y un paso
importante en el desarrollo progresivo del derecho inter-
nacional.

46. El Sr. Sreenivasa RAO elogia la manera en que el
Relator Especial se ha abierto camino entre las múltiples
complejidades del tema, que estaba repleto de matices y
cambios de difícil captura. Como complicación añadida,
estaba profundamente enredado con la política. La situa-
ción de los días coloniales no importa ya, pues han cam-
biado los tiempos, pero destiñe sobre el enfoque in-
ternacional de las contramedidas. El precedente Relator
Especial, Sr. Arangio-Ruiz, creía que las posibilidades de
abuso eran tales que el criterio más sensato era incluirlo
en el tema más amplio de la responsabilidad de los
Estados. Si se abarca por completo, estará en juego todo
un sistema supletorio de derecho internacional. Incluso
podría ser aplicable la lex specialis. Por otra parte, habría
que prever las consecuencias de una aplicación inadecua-
da de disposiciones previas. Quisiera saber si hace falta
una segunda categoría de salvaguardias.

47. Por otra parte, parece ganar terreno la opinión de
que las contramedidas no tienen más remedio que adop-
tarse y que hay por consiguiente que establecer un cierto
grado de razonabilidad. Él no va a decir categóricamente
qué contramedidas son indignas de consideración jurídi-
ca. Los Estados a veces se ven obligados a recurrir a
medidas mínimas de protección. Dichas medidas debe-
rían sin embargo limitarse a sanciones y, sólo en conso-
nancia con la Carta de las Naciones Unidas, consistir en
medidas como congelación de cuentas bancarias, denega-
ción de ayuda económica o suspensión de derechos y
obligaciones contraídos en virtud de tratados. En el caso
de violaciones de derechos humanos, las medidas podían
incluir resoluciones de la Comisión de Derechos
Humanos o la investigación de los abusos por un relator
especial. Los ejemplos aducidos tienden a ilustrar que la
defensa apasionada de una solución o de otra no guarda
proporción con la realidad, aunque reconoce que los
debates de la Comisión han permitido a la CIJ, en su exa-
men del asunto Projet Gabcíkovo-Nagymaros, enunciar
cuatro propuestas que, a su vez, servirán de orientación a

la Comisión. El que la Comisión proceda a la codifica-
ción es sin embargo otra cuestión.

48. Las declaraciones hechas por los Estados ante la
Sexta Comisión son mucho más razonables y pragmáti-
cas que algunas de las que se han hecho ante la CDI,
donde la tentación era una puja de exposiciones apasio-
nadas. El pragmatismo de los Estados, sin embargo, es el
ejemplo que hay que seguir, pues éstos pueden hacer
reclamaciones, pero en última instancia tienen que con-
formarse con una fórmula de transacción. Por consi-
guiente, duda de la utilidad de propuestas tajantes sobre
contramedidas. Ciertamente, nada pasaría de malo si el
tema de las contramedidas se eliminara por completo del
tema de la responsabilidad de los Estados.

49. Nadie va a discutir que las contramedidas hayan de
ser una medida en última instancia, «un mal necesario»,
en palabras del Sr. Pellet. Así pues, si las contramedidas
se contemplan como una excepción a la regla general en
cuya virtud el demandante no puede ser juez y alguacil de
su propia causa, el proyecto de artículos ha de poner
todos los obstáculos razonables que pueda a los Estados
que tuvieren la tentación de recurrir a esas medidas con
demasiada desenvoltura. De aquí el hincapié que se hace,
en los proyectos de artículos aprobados en primera lectu-
ra, entre la vinculación entre las contramedidas y la solu-
ción de controversias. Ese hincapié ha de destacarse aun
más en el nuevo artículo 48 y la solución de controver-
sias no ha de presentarse exclusivamente como una alter-
nativa. En esa coyuntura, hace notar que el párrafo 4 del
artículo 48 parece redundante, ya que se limita a exponer
la verdad evidente de que, cuando hay en vigor un proce-
dimiento de solución de controversias, los Estados han de
acudir a él antes de recurrir a contramedidas. Sin embar-
go, si se conserva, el párrafo 4 del artículo 48 debería
colocarse lógicamente delante del párrafo 3, como han
propuesto el Sr. Pellet y otros, para reflejar mejor el
orden natural de los hechos. Análogamente, el apartado b
del párrafo 1 del artículo 48, con su requisito de notifica-
ción, no debería suprimirse, como ha indicado el Relator
Especial, ya que establece un orden lógico de hechos y
por lo tanto podría permitir al Estado responsable selec-
cionar los más importantes de los agravios del Estado
lesionado. En cuanto al apartado c, aprueba la propuesta
de sustituir las palabras «convendrá en» por las palabras
«se ofrecerá a». En el apartado a, las palabras «petición
razonada» deberían sustituirse por «reclamación escrita».

50. El problema es que el corpus de derecho internacio-
nal al que podría recurrir un Estado lesionado es un 
conjunto de leyes muy complicado, comprensible única-
mente para los que las promulgaron y los que las practi-
can, pero raramente para los 180 o más Estados que se
rigen por sus cláusulas. De aquí que los Estados no hagan
caso a sus asesores jurídicos, sino que en cambio adopten
su propio criterio, apoyándose en instituciones internas
que les son habitualmente más útiles. En resumen, el pro-
ceso de codificación del derecho internacional no ha teni-
do éxito todavía, pues cuando se trata de aplicación e
interpretación, surgen dudas incluso sobre la Carta de las
Naciones Unidas, texto redactado con la máxima clari-
dad. El jus cogens es un arcano y nadie está realmente
seguro de cuál es su contenido. Así pues, quitando los
casos en que los derechos y las obligaciones se negocian
directamente en forma de tratados bilaterales o multilate-
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